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on fecha 4 de julio de 1988 se presentó ante el Re- 
gistro General de la Secretaría del Congreso de los 
Diputados un escrito firmado por el Presidente de 

las Cortes de Castilla y León, en el que se comunicaba 
al Congreso de los Diputados que el Pleno del Parlamento 
autonómico había aprobado, por mayoría absoluta, "el 
acuerdo de reforma del Estatuto de Autonomía de Cas-
tilla y León". El texto del "acuerdo de reforma" se com-
ponía de un breve preámbulo, un artículo primero —en 
realidad, un artículo único— y una disposición final. 

En el preámbulo, tras serialar que se había producido 
el transcurso del plazo de 5 arios a que se refiere el art. 
148.2 CE, se afirmaba que "parece llegada la hora de pro- 
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ceder, mediante una reforma, a la adición de determina-
das competencias"; razón por la cual se aprobaba y remi-
tía al Congreso, según se decía literalmente, "el siguiente 
proyecto, para que sea tramitado como Proyecto de Ley 
orgánica, de conformidad con los artículos 145 y 136 del 
reglamento del Congreso de los Diputados". En el artícu-
lo único se proponía la modificación de tres preceptos del 
Estatuto de Castilla y León (arts. 27, 28 y 29), incremen-
tando, respectivamente las "competencias de desarrollo 
normativo y de ejecución", de la Comunidad Autónoma. 
Conviene ya recordar que el proyecto que ahora se re-
mitía al Congreso de los Diputados fue aprobado sin que 
previamente se hubiese alcanzado un acuerdo entre ma-
yoría y oposición en las Cortes de Castilla y León. 

He traído a colación el precedente castellano-leonés 
porque resulta especialmente interesante como punto de 
partida de la exposición que me ha correspondido desa-
rrollar. Aquí tenemos, en efecto, un caso en el que una 
Comunidad Autónoma del art. 143, transcurridos cinco 
años desde la aprobación de su Estatuto de Autonomía, 
planteaba formalmente la ampliación de sus competen-
cias dentro del marco establecido en el artículo 149. Se 
trataba, al menos "prima facie", de una propuesta que 
reunía todos los requisitos jurídicos constitucionales y es-
tatutarios; ahora bien, tal como acabo de indicar, carecía 
de un importante elemento político: el consenso entre los 
dos principales grupos políticos representados en am-
bas Cámaras (estatal y autonómica). 

La Mesa del Congreso de los Diputados se encontraba 
ante la necesidad de adoptar una decisión. 0 mejor di-
cho, dos: una, relativa al procedimiento de tramitación 
de esta iniciativa (y de otras semejantes), de carácter ju-
rídico formal (aunque, como enseguida veremos, con un 
importante trasfondo político). Otra, relativa a si, de he-
cho, la iniciativa en cuestión se admitía o no a trámite: 
aquí, evidentemente, primaba lo político, aunque teóri-
camente se estuviese ante un "acto debido", si la pro-
puesta reunía los requisitos jurídicos exigibles. Veamos 
que ocurrió en uno y otro aspecto. 

Ante el laconismo del art. 145 RC —que se limita a exi-
gir "aprobación mediante Ley Orgánica"— para la refor-
ma de los Estatutos, la Cámara contaba, al menos con tres 
opciones para integrar esta laguna reglamentaria: 
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a) Tramitar toda propuesta de reforma como propo-
sición de ley orgánica, sin limitación para las Cortes Ge-
nerales en cuanto a su capacidad de modificar el texto re-
mitido por el Parlamento Autonómico, cualquiera que 
fuese el Estatuto de que se tratase. 

b) Aplicar el régimen anterior a los Estatutos apro-
bados por el procedimiento del art. 146 CE, reservando 
para los cuatro Estatutos del art. 151 un procedimiento 
especial, de mayor capacidad de negociación y compro-
miso, por analogía con lo actuado en el momento de su 
aprobación. 

c) Respetar la voluntad expresada por la Comunidad 
Autónoma, evitando introducir unilateralmente modifi-
caciones no deseadas por aquella; para ello sería preciso 
introducir un procedimiento especial, que incorporase de-
terminadas limitaciones a las Cortes Generales (p. e., res-
pecto del derecho de enmienda). 

Prescindiendo en este momento de lo establecido en 
el art. 151, es evidente que la reforma de los Estatutos de 
las Comunidades del art. 146 CE nos sitúa ante una op-
ción: tramitación sin limitaciones, como si se tratase de 
una Ley Orgánica cualquiera; o tramitación con especia-
lidades, con autolimitaciones, que impidan modifica-
ciones unilaterales respecto del proyecto aprobado por el 
Parlamento autonómico. 

He dicho antes que la elección por una u otra vía te-
nía un evidente transfondo político. En efecto, algunos 
de los autores que se han ocupado de la reforma estatu-
taria del art. 148.2 CE, han visto en ella un auténtico "de-
recho subjetivo" de las Comunidades Autónomas que las 
Cortes Generales debían respetar. En algún caso, este de-
recho se presenta como un auténtico "derecho a la am-
pliación", ante el que las Cortes se verían obligadas a 
ratificar cualquier reforma que tuviera por objeto la am-
pliación de competencias de estas Comunidades "dentro 
del marco establecido en el artículo 149" (Martínez Sos-
pedra: Lecciones de Derecho Constitucional, t. II, Madrid, 
1982, págs. 81 y 82). Es evidente que, según esta con-
cepción, la limitación del Parlamento estatal sería má-
xima: las Cortes no sólo no podrían modificar el proyecto, 
sino tampoco rechazarlo. Una variante ligeramente ma-
tizada de este planteamiento es el formulado reciente- 
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mente por Murioz Machado, ya en el contexto de los 
Acuerdos Autonómicos de 1992, del siguiente tenor li-
teral: 

"La alternativa más autonomista podría justificarse del 
siguiente modo: aunque sea imprescindible la interven-
ción de las Cortes Generales, puede reducirse su papel a 
la aprobación del texto de reforma propuesto. Pueden 
aquellas verificar la adecuación de la reforma a las pres-
cripciones de la Constitución. Lo que no se admitiría es 
la posibilidad de negar la tramitación de la reforma por 
razones de pura oportunidad política. Visto desde esta 
perspectiva, el derecho a la reforma que consagra el ar-
tículo 148.2 de la Constitución, no tendría sentido si 
las Cortes tuvieran en su mano la posibilidad de vetar-
la. Por otra parte, la rebaja del poder de enmienda hasta 
el simple contraste con la CE, sitúa al legislador estatal 
justamente en el lugar en el que es común que se posi-
cionen otros legislativos federales, con ocasión de las 
reformas de las Constituciones de los Estados miembros. 
En fin, un poder de enmienda absoluto, que alcance la 
totalidad del texto propuesto, y que permita rechazarlo 
por razones de oportunidad, negaría también la auto-
nomía que consagra la Constitución, que se refiere ma-
terialmente a la posibilidad de alcanzar las cotas com-
petenciales abiertas a todas las Comunidades Autónomas 
por el art. 149.1 1  (Murioz Machado: Los Pactos Autonó-
micos de 1992: la ampliación de competencias y la reforma 
de los Estatutos RAP (128) 1993, pág. 96). 

Este mismo autor había mantenido arios atrás una te-
sis algo más moderada: lo que las Cortes no podrían ha-
cer es introducir enmiendas que "rebajasen" el Estatuto 
originariamente aprobado: es decir, una especie de re-
forma "in peius" (Murioz Machado: Derecho Público de las 
Comunidades Autónomas, T. I, Madrid 1982, pág. 307-308). 

Finalmente, otra variante —propuesta por Martín Ma-
teo— sugiere que las Cortes sólo pueden decir "si o no" a 
la reforma estatutaria: "parece —dice— que si la iniciativa 
parte de la Comunidad, como es normal, las Cortes Ge-
nerales sólo podrán aprobar o rechazar el Estatuto pro-
puesto... Con ocasión de la reforma únicamente pue-
den proceder a autorizar o desautorizar el texto propuesto 
por las respectivas Asambleas..." (Martín Mateo: Manual 
de Derecho Autonómico, 2 , 1986, págs. 89-92). 
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Frente a esta serie de argumentos, partidarios de in-
troducir diferentes tipos de limitaciones en la tramitación 
parlamentaria de las reformas, se alzan sin embargo sóli-
das razones en favor de la solución contraria: es decir, de 
una potestad ilimitada o incondicionada de las Cortes 
Generales en relación con el proyecto de reforma: 

a) Los Estatutos aprobados por el mecanismo del art. 
146 CE -incluído el de Castilla y León- se "tramitaron 
como ley" ante las Cortes Generales, sin limitación al-
guna en el ejercicio de la facultad de enmienda y modi-
ficación ejercitada sobre los mismos por las Cámaras. 

b) Exceptuando el caso de Estatuto Valenciano, no 
hay en los Estatutos de Autonomía citados, mención al-
guna acerca de un procedimiento de tramitación espe-
cial, que permita alcanzar compromisos en orden a su re-
forma. En el caso de la Comunidad Valenciana, en efecto, 
se incorporó una previsión peculiar: si las Cortes Gene-
rales no aprobasen la reforma propuesta, ésta se devol-
vería a las Cortes Valencianas para nueva deliberación, 
acompariando mensaje motivado sobre el punto o pun-
tos que hubieren ocasionado su devolución y proponiendo 
soluciones alternativas (art. 61. 42  del Estatuto). Una nor-
ma similar hubiere podido incluirse en los demás Esta-
tutos -la Constitución no lo impedía-, y sin embargo no 
se hizo así. 

e) La limitación del derecho de enmienda, en sus dis-
tintas formas -prohibición "in peius", admisión sólo de 
enmiendas relativas a la adecuación con la Constitución-
tiene inconvenientes graves, en cuanto que traslada to-
dos los problemas al momento de la calificación de aque-
llas: de esta forma, lo que ordinariamente no pasa de 
ser un debate técnico, se convertiría en un debate polí-
tico y jurídico-constitucional, de dimensiones imprevi-
sibles. Una cosa es que la Mesa del Congreso, en el trá-
mite de admisión del proyecto de reforma, compruebe la 
concurrencia de los requisitos formales exigidos por la 
Constitución, y otra que deba pronunciarse sobre si una 
determinada enmienda tiene como objeto el "control de 
la constitucionalidad" o presenta una intencionalidad de 
oportunidad política. 

d) La limitación -todavía más intensa- a un pronun-
ciamiento en bloque, de aceptación o rechazo, a la dis- 
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yuntiva del "si o no", también presenta serias dificulta-
des. Aparte de impedir cualquier mejora técnica del tex-
to, da lugar a que cualquier discrepancia parcial aboque 
al rechazo total de la reforma. Este es, por tanto, un pro-
cedimiento que impide por completo el pacto o el com-
promiso político. 

Probablemente todas estas razones fueron determi-
nantes a la hora de que la Presidencia del Congreso apro-
base finalmente una Resolución -de carácter general, aun-
que provocada fundamentalmente por el caso de Castilla 
y León-, de fecha 24 de enero de 1991, sobre procedi-
miento a seguir para la tramitación de determinadas re-
formas de Estatutos de Autonomía. En dicha resolución 
no se introducía ninguna de las limitaciones sugeridas 
hasta la fecha por la doctrina: las Cortes Generales tení-
an una potestad ilimitada de enmiendas y modificación, 
a través del procedimiento previsto por el Reglamento 
para la tramitación de las proposiciones de ley; sin em-
bargo, para salvaguardar el derecho de las Comunida-
des Autónomas a no tener que soportar la imposición de 
una reforma contraria a sus intereses, se incluía una im-
portante especialidad: permitir a la Asamblea de la Co-
munidad Autónoma cuyo Estatuto fuese objeto de refor-
ma la retirada de la propuesta en cualquier momento 
de su tramitación ante la Cámara (y no "antes de la to-
ma en consideración", como ocurre con carácter general 
con las proposiciones de ley"). 

Hasta aquí, las vicisitudes jurídicas y reglamentarias a 
que dieron lugar las primeras propuestas de reforma, y en 
especial el caso de Castilla y León. Con la solución adop-
tada, parecía que no debía existir ningún inconvenien-
te serio a que esas propuestas fuesen tramitadas. Desde el 
punto de vista de las Cortes Generales, no existía riesgo 
alguno, ya que su capacidad para enmendar y modifi-
car el texto era total. Desde el punto de vista de la Co-
munidad Autónoma, siempre existiría un derecho de re-
tirada, si el producto resultante no era de su agrado (si 
bien en este caso con el inconveniente de que la retirada 
se asimilaba a un rechazo, a los efectos del plazo de es-
pera para la repetición de la propuesta, fijado en cada Es-
tatuto). 

Pese a todo lo anterior, es bien conocido el final de 
la historia: la resolución de 1991 nunca llegó a aplicarse, 
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porque las propuestas de reforma quedaron paralizadas 
en el Congreso, sin que la Mesa decidiera sobre ellas. A 
pesar de que jurídicamente se daban todas las garantías 
para que las Cortes tramitasen la iniciativa, faltaba un ele-
mento esencial: el acuerdo político. Con una discrepan-
cia de fondo respecto de la ampliación competencial, la 
mayoría parlamentaria no estaba dispuesta a asumir el 
coste político de "rebajar" la propuesta autonómica; pe-
ro como tampoco lo estaba a rechazar su admisión a trá-
mite, el resultado fue la no decisión: lo que, empleando 
un símil sacado del Derecho administrativo, podríamos 
llamar "silencio parlamentario". 

Sólo que, a diferencia de lo que ocurre en el ámbito 
jurídico-administrativo, la iniciativa de un órgano parla-
mentario en relación con una iniciativa planteada en la 
Cámara no tiene un cauce claro de solución. Como ob-
serva Muñoz Machado, "resulta dificil organizar un plei-
to constitucional contra las actitudes abusivas del legis-
lador y más aún si la decisión adoptada consiste en negar 
la tramitación de la reforma. Habría que actuar ante el 
Tribunal Constitucional contra un vicio constitucional 
de omisión. En tal caso, tendría que iniciarse una acción 
a la que se ajusta mal el procedimiento de los recursos de 
inconstitucionalidad que están pensados para la revisión 
de las leyes, no para enjuiciar la omisión en el ejercicio 
de los poderes legislativos" (Murioz Machado: Los Pac-
tos... vit, pág. 96). Es evidente que lo mismo debieron pen-
sar los autores de la iniciativa, que no plantearon acción 
legal alguna, limitándose a extraer toda la rentabilidad 
posible en forma de responsabilidad política. 

En definitiva, la enserianza de los intentos de reforma 
planteados entre 1988 y 1991 es clara: sin un previo acuer-
do político, es impensable que pueda llevarse a buen puer-
to la ampliación estatutaria. Concebir ésta como un de-
recho subjetivo, accionable ante el Parlamento, no sólo 
no se ajusta a la Constitución, sino que constituye una 
ingenuidad. El frustrado intento de reforma del Estatuto 
de Castilla y León -así como las sucesivas iniciativas de 
otras Comunidades Autónomas- sirvió para demostrar 
que ésta era una cuestión en la que no era posible operar 
con criterios estrictamente jurídicos; la instrumentación 
jurídica debía ir acompariada de un gran pacto político. 
Rubio Llorente, en un sugestivo artículo, ha serialado que 
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en 1988, ante la expiración del plazo de cinco arios para 
la reforma estatutaria, nuestro proceso constituyente se 
volvió a abrir; y que ante esa situación, descartada la op-
ción de mantener el proceso constituyente indefinida-
mente abierto, sólo caben dos soluciones: o se consagran 
definitivamente las diferencias, o se llega a la equipara-
ción competencial de todas las Comunidades Autónomas 
(Rubio Llorente: Sobre la conveniencia de terminar la Cons-
titución antes de acometer su reforma, Claves de Razón Prác-
tica, n2  25 (1992), págs. 10-14). 

Este es el panorama ante el que se enfrentan los suje-
tos firmantes de los acuerdos Autonómicos de 28 de fe-
brero de 1992, que como es bien sabido son el Gobier-
no hoy en funciones y los dos principales partidos con 
representación parlamentaria. No voy a entrar ahora en 
una exhaustiva descripción de estos Acuerdos; simple-
mente recordaré, a los efectos que ahora nos interesan, 
dos puntos clave de los mismos: 

a) En cuanto al contenido de las competencias que se 
amplían, es evidente que estas no llegan al máximo posi-
ble y no se produce, por tanto, la equiparación con las Co-
munidades Autónomas del denominado "primer nivel". 

b) En cuanto al procedimiento a seguir, éste se ins-
trumenta a través de dos etapas: en la primera, el Go-
bierno se compromete a presentar, para su tramitación 
en 1992, un proyecto de Ley Orgánica de delegación o 
transferencia según el procedimiento del art. 150.2 CE 
(lo que ha dado lugar a la Ley orgánica 9/1992, de 23 de 
diciembre). En cuanto a la segunda etapa, se afirma en 
los Acuerdos Autonómicos que "inmediatamente después 
de ser aprobada y de entrar en vigor la Ley..., los partidos 
políticos firmantes promoverán la incoporación de la am-
pliación de competencias prevista en estos Acuerdos en 
los Estatutos de Autonomía". 

Nos encontramos en este momento a mitad de ca-
mino en la ejecución de estos Acuerdos. Las Cortes Ge-
nerales han aprobado esa peculiar "ley puente", provi-
sional; su incorporación a los Estatutos de Autonomía, 
sin embargo, no se ha llevado todavía a cabo, entre otras 
cosas porque esas Cortes fueron disueltas unos meses des-
pués de dicha aprobación, y un nuevo Parlamento, con 
una composición política diferente, ha surgido de las ur- 
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nas. Es un buen momento para hacer balance de las opi-
niones y juicios críticos que ha merecido el proceso, y pa-
ra formular alguna conclusión. 

Las críticas doctrinales se han dirigido, fundamental-
mente al procedimiento utilizado y, en concreto, al em-
pleo de la Ley Orgánica prevista en el art. 150.2. Son crí-
ticas comprensibles porque es avidente que se trata de 
una figura que no fue pensada para servir como instru-
mento al servicio de la reforma estatutaria; también es 
claro que mientras esa reforma no se produzca se abre un 
período provisional en el que las competencias transfe-
ridas se encuentran sometidas al control estatal -cabe, en 
último extremo, la "revocación de su ejercicio", según el 
art. 21 de la Ley Orgánica-, configurando una situación 
donde el derecho a la autonomía se halla limitado. Aho-
ra bien, los mismos críticos de la vía unilateral de la Ley 
Orgánica reconocen que, una vez producida la incorpo-
ración de las competencias transferidas a los Estatutos, 
estas objeciones quedan enervadas y la polémica carece 
de sentido, al menos a efectos prácticos. Ciertamente, hu-
biera podido hacerse de otro modo; si lo importante era 
la asunción del Pacto por los Estatutos, ¿qué necesidad 
había de incorporar la ampliación a una Ley Orgánica 
previa, como con razón se pregunta Murioz Machado? 
¿No hubiese sido mejor plasmar directamente lo pacta-
do a través de la reforma estatutaria, en lugar de llevar a 
cabo esa anómala modificación de los Estatutos "per re-
misionem"? En cualquier caso, creo que no son estos los 
efectos más graves de la solución elegida. Ni tampoco la 
pretendida provisionalidad que de ello se deriva: una vez 
producida la incorporación a los Estatutos, aunque sea 
por remisión a la Ley Orgánica, debe entenderse cum-
plida la previsión del art. 148 CE, y cerrado el proceso de 
ampliación competencial. Ni las Comunidades Autóno-
mas podrían replantearlo "al día siguiente" -como afir-
ma Rubio Llorente-, ni una derogación de la Ley orgárli-
ca afectaría a la vigencia de los preceptos estatutarios. 
(Aunque sin duda hubiera sido mejor prescindir de la Ley 
Orgánica prevista en el art. 150.2 CE, en lugar de desna-
turalizar e instrumentalizar esta figura). 

De mucho más calado es la objeción -que formula el 
autor citado- basada en el principio de-igualdad. En efec-
to, la cuestión de la ampliación nos coloca ante la nece- 
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sidad de optar definitivamente entre un modelo auto-
nómico en el que todas las Comunidades queden equi-
paradas en el nivel máximo de competencias, y otro que 
consagre la diferencia entre las de primer y segundo gra-
do. Esta opción quedó, a mi juicio, abierta en el proceso 
constituyente. 

Ahora, con ocasión de este segundo momento cons-
tituyente, es necesario decidir, completando e integran-
do lo que el legislador constifixional dejó pendiente. Y 
aquí es donde entran en juego los Acuerdos autonómi-
cos de 1992, y su eventual consideración como conven-
ción constitucional. 

Salvo error por mi parte, creo que la primera vez que 
se acudió a la figura de las convenciones constituciona-
les, en relación con el proceso autonómico, fue precisa-
mente en relación con los acuerdos autonómicos de 31 
de julio de 1981. Se trataba, en todo caso, de un comen-
tario incidental, formulado por Vandelli, sin mayor ar-
gumentación, y citado después acríticamente por otros 
autores (Vid. Vandelli, "El Ordenamiento español de las Co-
munidades Autónomas", Madrid, 1982). 

No es cosa de pasar revista, en este momento, a la mul-
titud de definiciones y clasificaciones formuladas por la 
doctrina relativas a esta figura. Es bien sabido que las con-
venciones constitucionales ocupan un lugar destacado 
entre las fuentes del Derecho Constitucional británico, 
donde han jugado un papel esencial en la adaptación de 
las relaciones entre Corona, Gobierno y Parlamento a las 
exigencias de la evolución política y social. Como seria-
lara hace tiempo entre nosotros García Pelayo, de su im-
portancia da idea el hecho de que en vano se trataría de 
encontrar en los documentos constitucionales escritos, 
aspectos e instituciones tan fundamentales de la vida 
constitucional británica como el Primer Ministro, el Ga-
binete, la oposición, la convocatoria anual del Parlamento, 
la responsabilidad política, la disolución del Parlamento, 
el nombramiento del Primer Ministro entre los miembros 
de la mayoría parlamentaria, etc. (García Pelayo, "Dere-
cho constitucional comparado", 6 edición, Madrid, 1981, 
pág. 286). 

La posibilidad de transplantar esta figura al Derecho 
Continental es algo discutido por la doctrina. En gene-
ral, los autores continentales que admiten tal cosa, reco- 

REGAP 

182 



COTAS E 

COMENTAR1OS 

nocen que el significado de las convenciones constitu-
cionales no puede ser el mismo que en el Derecho bri-
tánico. Basta examinar los ejemplos propuestos por la 
doctrina italiana, para advertir que se trata de supuestos 
residuales, que no afectan a la estructura esencial de la 
Constitución o a las relaciones entre los órganos consti-
tucionales. Es evidente que a mayor rigidez y pormeno-
rización del texto constitucional, mayor dificultad para 
encontrar un espacio a las convenciones: de hecho, los 
escasos autores esparioles que se han ocupado del tema 
no son capaces de proporcionar ejemplo alguno en re- / 
lación con nuestro país (Vid. Elvira Perales: "Las conven-
ciones constitucionales", REP 53 (1986), pág. 125; Gonzá-
lez Trevijano: "La costumbre en Derecho constitucional". 
Madrid, 1989, pág. 559 y ss.). 

Ahora bien, todo lo anterior no sería obstáculo para 
calificar los Acuerdos de 1992 como una convención cons-
titucional, si éstos reunieran los requisitos mínimos de 
esta figura, y cumplieran en relación con el Título VIII de 
nuestra Constitución alguna de las funciones tradicio-
nalmente predicadas de las convenciones. En cuanto a 
esto último, puede admitirse que los Acuerdos vienen a 
integrar y completar una materia no suficientemente pre-
cisada en nuestra Constitución —la ya citada opción en 
relación con la ampliación de competencias estatutarias—; 
aplicando el esquema de las relación Ley-reglamento (por 
cierto, empleado con frecuencia por la doctrina respecto 
de las relaciones Constitución-convenciones constitu-
cionales), podríamos hablar aquí de una norma conven-
cional "praeter legem". 

Lo que ocurre es que la utilización de una terminolo-
gía jurídica puede resultar equívoca en el presente caso. 
En el Derecho británico, nadie cuestiona seriamente la 
fuerza obligatoria de la mayoría de las Convenciones cons-
titucionales, cuya infracción encontraría una inmediata 
sanción política y electoral. Pero en Derecho Continen-
tal, la situación es la inversa. Lo frecuente es que las con-
venciones afecten a círculos restringidos, que cumplen o 
quebrantan la convención al margen de la voluntad de 
terceros sujetos. Como observa Elvira Perales, "en nu-
merosas ocasiones prevalece esta idea de que la norma 
convencional únicamente vincula a los implicados por 
la misma" (ob. cit., pág. 118). 



Esto es lo que ocurre en los Acuerdos de 1992, en los 
que se ha reproducido el esquema 1981, en cuanto a su-
jetos firmantes de los mismos: Gobierno, Partido guber-
namental y principal partido de la oposición. Hoy, tras 
el cambio en la correlación de fuerzas políticas con re-
presentación parlamentaria, es imprevisible la actitud de 
otros partidos, no firmantes de los Pactos, y respecto de 
los que éstos fueron, literalmente, "res inter alios acta". 
En estas condiciones, parece un tanto excesivo elevar unos 
acuerdos políticos, por importantes y formalizados que 
sean, a la dignidad de fuente del Derecho constitucional. 

Buena prueba de todo lo anterior es que, tras la apro-
bación de la Ley Orgánica 9/1992, la Presidencia del Con-
greso de los Diputados aprobó una nueva Resolución so-
bre el procedimiento a seguir para la tramitación de la 
reforma de los Estatutos de Autonomía, de fecha 17 de 
enero de 1993 (B.O.C.G. ri. 12  225, serie E, 22 de marzo de 
1993). En esta resolución se distingue el procedimiento 
ordinario, aplicable a la reforma de los Estatutos de los 
arts. 143, 144, 146 y Disposición Transitoria 1 CE, del 
procedimiento aplicable a los del art. 151.2 CE, y de otros 
supuestos especiales (entre ellos, el caso de la Comuni-
dad Valenciana). Pues bien, respecto de los primeros, se 
mantiene básicamente el sistema de 1991: es decir,  ili-
mitada capacidad para introducir modificaciones, por vía 
de enmienda; a su vez, la Asamblea de la Comunidad au-
tónoma cuyo Estatuto sea objeto de reforma "podrá re-
tirar la propuesta en cualquier momento de su tramita-
ción ante la Cámara". Ni el Parlamento estatal, ni los 
Parlamentos autonómicos, se encuentran jurídicamen-
te vinculados por las previsiones de los Pactos, ni por las 
disposiciones de la Ley Orgánica 9/1992. Aparentemen-
te, hemos vuelto al punto de partida, con el que se inició 
esta exposición. Jurídicamente, nada ha cambiado. Po-
líticamente, existe un acuerdo entre los dos principales 
partidos, que antes no existía, y que garantiza la culmi-
nación del proceso iniciado en 1992.111 
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